
   

  

 

MINISTERIO  
E DE  DE HACIENDA  

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL 
 
DE  RECURSOS CONTRACTUALES 
 

Recurso nº  56/2020  C.A.   
Resolución nº  244/2020  

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL  ADMINISTRATIVO CENTRAL
  

DE RECURSOS CONTRACTUALES
  

 

En Madrid, a 20 de  febrero de  2020  

VISTO  el recurso interpuesto por D.  J. G. G., en representación de LAPINEDATRADING  

S.L., contra el  acuerdo  de “adjudicación”  de los  lotes 2, 3 y 4 de la licitación convocada 

por  MAZ,  Mutua de Accidentes  de Trabajo  y  Enfermedades  Profesionales  de la 

Seguridad Social nº 11, para contratar los  “Servicios de investigación y seguridad,  

excepto los  servicios  de  furgones  blindados”,  Expte.  2019/A/ASC/0054, este    Tribunal,  

en sesión del día de la fecha, ha adoptado la siguiente resolución:  

ANTECEDENTES DE HECHO  

Primero.  El anuncio de licitación del contrato que  nos ocupa fue publicado en la 

Plataforma de Contratación del Sector Público con fecha 27 de septiembre de 2019,  

como contrato de servicios, procedimiento abierto, valor estimado 222.951,3 €, dividido 

en 14 lotes.  

Segundo.  El Cuadro de característica señala:  

“O.- SUBCONTRATACIÓN PERMITIDA  

marcado SI  

Prestaciones  del  contrato en las  que NO  se  permite la subcontratación vid.  Anexo nº  V  

(sin marcar)  

Obligación para  el  licitador  de  indicar  la  parte  del  contrato  que  tenga  previsto  subcontratar  

(vid. Anexo nº V):  marcado  SI   

Pº DE LA CASTELLANA, 162, 15ª PLTA  
28071  - MADRID  
TEL: 91.583.76.39/41/45  
FAX: 91.583.76.09  
Tribunal_recursos.contratos@meh.es  

.. 

.. 
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El órgano de contratación comprobara el cumplimiento del régimen de pagos del 

contratista a los subcontratistas: marcado NO” 

El Anexo V, bajo el epígrafe “PRESTACIONES QUE NO ADMITEN 

SUBCONTRATACIÓN” no contempla ninguna, y contiene un modelo para declarar las 

partes que se subcontratan. 

El Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares señala, en lo que nos interesa: 

“15. CONTENIDO DE LAS PROPOSICIONES 

Las proposiciones constarán de los sobres que a continuación se indican, cerrados y 

firmados por el licitador o persona que lo representa haciendo constar en cada uno de 

ellos su respectivo contenido y el nombre del licitador. En el interior de cada sobre se 

hará constar en hoja independiente un índice de su contenido, ordenado numéricamente. 

Toda la documentación deberá presentarse redactada en castellano. 

Sobre nº UNO 

Título: Documentación administrativa. Contenido: 

1°. Declaración responsable formulada conforme al Documento europeo único de 

contratación (DEUC) que se acompaña como Anexo I a este pliego. 

2°. Compromiso de constitución de Unión Temporal de Empresarios (UTE… 

3°. Documento acreditativo de la garantía provisional, si se exige la misma en el apartado 

K del Cuadro – resumen. 

4°. Declaración expresa responsable conforme al Anexo II relativa al grupo empresarial al 

que pertenece y comprensiva de todas las sociedades pertenecientes a un mismo grupo, 

… 

5°. Designación de las personas autorizadas a efectos de recibir notificaciones 

electrónicas cumplimentando el Anexo XVIII de este pliego. 
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6°. Especialidades en la documentación que han de presentar los empresarios 

extranjeros. 

Los empresarios extranjeros deberán presentar además de la documentación señalada 

anteriormente, la documentación específica que a continuación se detalla. 

Todas las empresas no españolas deben aportar: 

SOBRE DOS…” 

“23. PRESENTACIÓN DE LA DOCUMENTACIÓN JUSTIFICATIVA DEL 

CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS PREVIOS POR EL LICITADOR QUE HAYA 

PRESENTADO LA MEJOR OFERTA 

El órgano de contratación, a la vista de la propuesta formulada por la Mesa, clasificará 

por orden decreciente las proposiciones presentadas, y requerirá al licitador que haya 

presentado la mejor oferta para que en el plazo de 10 días hábiles a contar desde el 

siguiente a aquel en el que haya recibido el requerimiento presente para su valoración y 

calificación por la Mesa de Contratación, mediante fotocopias: 

1º.- Documentos que acrediten la personalidad del empresario y su ámbito de actividad… 

2º.- Documentos que acrediten, en su caso, la representación… 

3º.- Acreditación de su solvencia económica, financiera y técnica por los medios que se 

especifiquen en el Anexo III del presente Pliego. 

La acreditación de la solvencia mediante medios externos (artículo 75 LCSP), exigirá 

demostrar que para la ejecución del contrato dispondrá efectivamente de esos medios 

mediante la exhibición del correspondiente documento de compromiso de disposición. 

4º.- Si resulta exigible según el Anexo IV a este pliego, Documentos acreditativos de la 

efectiva disposición de los medios que, en su caso, se hubiesen comprometido a dedicar 

o adscribir a la ejecución del contrato. 

5º.- Cumplimiento de normas de garantía de la calidad y de gestión medioambiental… 
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6º.- Habilitación empresarial o profesional para la realización de la prestación objeto de 

contrato. 

Si resulta legalmente exigible como condición de aptitud para contratar, deberá aportarse 

la documentación que acredite la correspondiente habilitación empresarial o profesional 

para la realización de la prestación que constituya el objeto del presente contrato. A tal 

efecto se solicitará: 

 Copia de la licencia oficial (Tarjeta de Identidad Profesional-TIP) en vigor emitida por el 

Ministerio del Interior cumpliendo con los requisitos exigibles en la Ley 5/2014, de 04 de 

abril, de Seguridad Privada. En el supuesto de subcontratar el servicio también deberán 

aportar copia de la licencia oficial (Tarjeta de Identidad Profesional-TIP) en vigor de 

dichos profesionales. 

 Apertura de despacho: aportación de una copia de la primera hoja del Libro-Registro 

de detectives, en la que conste la diligencia de habilitación del Libro. El despacho deberá 

estar en alguna de las provincias que forman parte del lote/s al cual se presenten 

7º.- Certificados acreditativos de encontrarse al corriente en sus obligaciones tributarias y 

de Seguridad Social.” 

Etc. 

Y el Anexo IV señala: 

“ANEXO IV 

ADSCRIPCIÓN OBLIGATORIA DE MEDIOS AL CONTRATO 

Los licitadores, nacionales y extranjeros, además de acreditar su solvencia o, en su caso 

clasificación, deberán adscribir obligatoriamente para la ejecución de este contrato, como 

criterio de solvencia, los siguientes medios: 

Compromiso de adscripción de medios personales: 

. acreditar la puesta a disposición de MAZ de al menos un investigador adscrito 

permanentemente en la provincia que forme parte del lote al cual se presenten salvo en 
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el caso de los lotes 5 y 13 que bastará que adscriban un investigador en al menos una de 

las provincias de su lote”. 

Tercero. Tras los trámites oportunos, consta en el expediente que solo se presentó a los 

lotes señalados la mercantil INTELLIGENCE & EVIDENCE, S.L.U. 

Habiéndose propuesto su adjudicación, se le requirió: 

“Para que, en el plazo de diez días hábiles, contados desde el siguiente aquél en que se 

hubiera recibido este requerimiento, presente: 

· Inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del 

Sector Público (ROLECE) 

· Documentación que acredite la personalidad del empresario y su ámbito de 

actividad: Copia de escritura de Constitución debidamente inscrita en el Registro 

Mercantil o, en su caso Registro Oficial, Las personas jurídicas sólo podrán ser 

adjudicatarias de contratos cuyas prestaciones estén comprendidas dentro de los fines, 

objeto u ámbito de actividad que a tenor de sus estatutos o reglas fundacionales le sean 

propios, cuestión que deberá quedar acreditada en la documentación aportada. 

· Documentación que acredite, en su caso, la representación: Los que 

comparezcan o firmen proposiciones en nombre de otro, presentarán copia de poder 

bastante y de su correspondiente DNI. 

· Acreditación de su solvencia económica, financiera y técnica por los medios que 

se especifiquen en el Anexo III del presente Pliego. 

Solvencia Económica: 

Declaración sobre el volumen anual de negocios del licitador o bien volumen anual de 

negocios en el ámbito al que se refiera el contrato, referido al mejor ejercicio dentro de los 

tres últimos disponibles por importe igual o superior al presupuesto máximo de licitación 

de cada lote. 

Solvencia Financiera y Técnica: 
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o  Titulaciones académicas y profesionales del empresario y del personal  directivo  

de la empresa y, en particular, del personal  responsable de la ejecución  del  contrato,  así  

como de l os técnicos encargados directamente de la misma.  

Criterios de selección:   Curriculum Vitae que acredite una experiencia mínima de CINCO  

(5)  años  en el  ejercicio de la profesión y  adquisición de las  competencias  necesarias  para  

la prestación del servicio.  

En el caso de subcontratas la prestación del servicio también deberá presentarse el  

Curriculum Vitae que acredite la experiencia mínima de CINCO (5) años.  

·  Documentos acreditativos de la efectiva disposición de los medios que se 

hubiesen comprometido  a adscribir  a  la ejecución de!  contrato  (Anexo  IV).  Compromiso 

de adscripción de  medios  personales:  acreditar  la puesta  a  disposición de  MAZ de  al  

menos  un  investigador  adscrito permanentemente en la provincia que forme parte  del  lote  

al  cual  se  presenten  salvo en  el  caso  de  los  lotes  5  y  13  que  bastará  que adscriban un  

investigador en al  menos una de las provincias de su lote.  

·  Habilitación empresarial o profesional para la realización de la prestación objeto 

de contrato. Deberá aportarse la documentación que acredite la  correspondiente  

habilitación empresarial o profesional  para la realización de la prestación que constituya  

el objeto del presente contrato. A  tal efecto se solicitará:  

o  Copia de la licencia oficial (Tarjeta de  Identidad Profesional  —TIP) en vigor  

emitida por  el Ministerio de Interior cumpliendo con los  requisitos exigibles en la Ley  

5/2014,  de 4  de abril,  de Seguridad Privada.  En el  supuesto de  subcontratar  el  servicio  

también deberán aportar  copia de la licencia oficial  (Tarjeta de Identidad Profesional  — 

TIP) en  vigor de dichos profesionales.  

o  Apertura de despacho:  aportación de una copia de la primera hoja del Libro-

Registro de detectives, en la que conste la diligencia de habilitación del Libro. El  

despacho deberá estar  en alguna de las provincias que forman parte del lote/s al  cual se  

presenten.   
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· Certificados acreditativos de hallarse al corriente en el cumplimiento de 

obligaciones tributarias, así como con la Seguridad Social, emitidos con fecha posterior a 

este requerimiento. …” 

Y, tras la aportación (doc. 29 del expediente), se requirió de nuevo de subsanación, entre 

otros extremos: 

“-Necesitamos aporten completado el Anexo V de subcontratación. 

-Necesitamos aporten copia de la primera hoja del Libro Registro de Detectives, en la que 

conste la diligencia de habilitación del Libro, ya que el despacho deberá estar en alguna 

de las provincias que forman parte del lote/s al cual se presenten. 

Concretamente en las provincias de Lleida, Tarragona, Girona, Valencia, Castellón, 

Tenerife, Asturias, Cantabria, Guipúzcoa, Álava-Vizcaya.” 

Tras lo cual consta en el expediente aportación de nueva documentación (doc. 31 del 

expediente), reflejando la parte del servicio que se iba a subcontratar por cada lote 

(seguimiento), con el nombre de la persona, con copia de la Tarjeta de Identidad 

Profesional y copia de la primera hoja del Libro Registro donde constaba la sede del 

despacho. 

Se dictó Resolución de adjudicación de 20 de diciembre de 2019, notificada el mismo día 

en la plataforma de contratación a los licitadores. 

Cuarto. Contra la citada adjudicación se interpuso el 15 de enero de 2019 este recurso, 

en que el recurrente, que dice ser el actual prestador del servicio, alega que se ha 

incumplido la cl.26.3 del PCAP, pues el adjudicatario, conforme a los arts. 75 c) y 140 c) 

LCSP debería haber mostrado de forma previa cómo o quién iba a cumplir con el 

requisito esencial geográfico, establecido por MAZ. 

-El órgano de contratación alega que se trata de un requisito exigible al propuesto como 

adjudicatario como compromiso de adscripción de medios, y que “Al ahora recurrente se 

le informó, mediante correo electrónico de fecha 13 de diciembre de 2019 parcialmente 

transcrito en su recurso y obrante en el doc. 37 del expediente de contratación, que para 

contar con presencia en las provincias correspondientes a los diferentes lotes, los 
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licitadores podían valerse de las vías de los artículos 69 y 75 LCSP (constitución de UTE 

e integración de solvencia con medios externos, respectivamente), así como de la 

posibilidad de subcontratación”, siendo que el adjudicatario recurrió a la subcontratación 

prevista en el contrato y que “como así consta en el Sobre 1 correspondiente a la 

documentación administrativa cuyo contenido puede observarse en el doc. 21 del 

expediente de contratación presentado ante ese Tribunal, la ahora adjudicataria ya dejó 

constancia desde un principio, reflejándolo en la página 5 del Documento Europeo Único 

de Contratación (DEUC), de su intención de subcontratar los servicios objeto del contrato 

“, y que a requerimiento del órgano , una vez propuesta, presentó “como puede 

observarse en los docs. 28 a 31 del expediente de contratación, aportó toda la 

documentación requerida en relación con los subcontratistas con los que iba a colaborar. 

Así, entre esa documentación, se encontraba la relativa al punto 23.6 del PCAP 

consistente en una copia de la Tarjeta de Identidad Profesional en vigor y una copia de la 

primera hoja del Libro-Registro de detectives mediante la cual se acreditaba que esos 

subcontratistas tienen despacho en las provincias a que se refieren sus respectivos 

lotes.” 

Quinto. En fecha 27 de enero de 2020 la Secretaria del Tribunal dio traslado del recurso 

interpuesto a la otra licitadora, otorgándose un plazo de cinco días hábiles para que, si lo 

estimara oportuno, formulase alegaciones Ha realizado alegaciones la licitadora 

adjudicataria, INTELLIGENCE & EVIDENCE, S.L.U, en concurrencia con lo ya expuesto. 

Sexto. Por acuerdo de 28 de enero de 2020, se ha procedido al levantamiento de la 

suspensión automática del procedimiento conforme al art. 53 de la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP). 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. El recurso se interpone ante este Tribunal, que es competente para resolverlo 

de conformidad con lo dispuesto en los artículos 45.1 de la LCSP, y 22.1. 1º del 

Reglamento de los procedimientos especiales de revisión de decisiones en materia 
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contractual y de organización del Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales, aprobado por Real Decreto 814/2015, de 11 de septiembre (RPERMC); en 

relación con el art. 3.1 f) y 3.3 c) de la LCSP. 

Segundo. Se recurre la adjudicación de un contrato de servicios, cuyo valor estimado 

excede de 100.000 euros, y sometido a legislación armonizada. 

En consecuencia, el acto es recurrible, conforme a los artículos 44.1.a) LCSP y 2.c), y 22 

del RPERMC. 

Tercero. La interposición del recurso se ha producido dentro del plazo legal del artículo 

50 de la LCSP. 

Cuarto. En cuanto a la legitimación de la recurrente, el artículo 48 de la LCSP establece 

que “podrá interponer el correspondiente recurso especial en materia de contratación 

toda persona física o jurídica cuyos derechos e intereses legítimos, individuales o 

colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o 

indirecta, por las decisiones objeto del recurso”. 

Pues bien, a la vista de lo reseñado en nuestro antecedente tercero, el recurrente carece 

de legitimación, en tanto que no concurrió a la licitación; sin que la circunstancia de que la 

licitación pudiera quedar desierta justifique su interés legítimo. 

Como ya hemos dicho p ej en la Resolución n° 1451/2019, el análisis de la legitimación 

en los términos del artículo 48 de la LCSP, exige que el recurrente acredite una relación 

entre la pretensión ejercitada de modo que su estimación determine un beneficio directo o 

indirecto o permita evitar un perjuicio. La doctrina del Tribunal ha venido inadmitiendo el 

recurso administrativo especial interpuesto contra el acuerdo de adjudicación por aquellos 

licitadores que resultaron excluidos con anterioridad a la resolución de adjudicación, 

siendo equivalente la situación de los que, como aquí, no han concurrido, pues , como se 

dijo con cita de una precedente, “En reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, 

plasmada entre otras sentencias las 5 de 31 de mayo de 1990, 19 de noviembre de 1993, 

27 de enero de 1998, 31 de marzo de 1999 y 2 de octubre de 2001, se declara que por 

interés debe entenderse toda situación jurídica individualizada, dicha situación que 

supone una específica relación con el objeto de la petición o pretensión que se ejercita, 
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se extiende a lo que, con más precisión, se titula interés legítimo, que es el que tienen 

aquellas personas, físicas o jurídicas, que, por la situación objetiva en que se encuentran, 

por una circunstancia de carácter personal o por ser los destinatarios de una regulación 

sectorial, son titulares de un interés propio, distinto del de los demás ciudadanos o 

administrados y tendente a que los poderes públicos actúen de acuerdo con el 

ordenamiento jurídico cuando incidan en el ámbito de ese su interés propio. El interés 

legítimo abarca todo interés material o moral que pueda resultar beneficiado con la 

estimación de la pretensión ejercitada, siempre que no se reduzca a un simple interés por 

la pura legalidad, en cuanto presupone que la resolución a dictar puede repercutir, directa 

o indirectamente, de un modo efectivo y acreditado, no meramente hipotético, potencial y 

futuro, en la correspondiente esfera jurídica de quien recurre o litiga. 

Aplicando dicha doctrina resulta que la recurrente ha sido excluida del procedimiento de 

licitación, siendo dicha exclusión firme en vía administrativa al ser confirmada por este 

Tribunal en Resolución 814/2019, de 11 de julio. 

Así pues, el acto administrativo de exclusión es plenamente eficaz y a presente la 

recurrente carece de interés legítimo para impugnar el acuerdo de adjudicación, al no 

ostentar ya la condición de licitadora de este procedimiento de contratación, de suerte 

que no puede llegar a ser adjudicataria en el caso de que se excluyese a …, S.A.U. por 

razón de la reclamación que nos ocupa.” 

Lo cual “mutatis mutandi”, es igualmente de aplicación al licitador que no concurrió a los 

lotes. 

Y añadíamos allí , lo que es plenamente de aplicación, que “Además, por otra parte, no 

puede fundamentar su legitimación la recurrente en un interés hipotético consistente en 

que si se excluyera a los tres licitadores que continúan en el procedimiento, la licitación 

quedaría desierta, pudiendo volver a presentar una oferta, lo que debería considerarse 

interés suficiente para recurrir. 

«Frente a ello no puede decirnos que el interés de la UTE recurrente radica en que si se 

excluye al adjudicatario la licitación quedaría desierta, pudiendo volver a presentar una 
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oferta, lo que debería considerarse interés suficiente para recurrir. Al respecto este 

Tribunal ha declarado, entre otras en la reciente resolución 727/2018 de 27 de julio: 

“En relación con esta posibilidad, la de que la adjudicación quede desierta y con ello se 

vuelva a producir una licitación nueva en idénticos términos de la que el recurrente 

pudiera ser licitador, este Tribunal ha manifestado de forma reiterada que la legislación 

de contratos no obliga, una vez declarado desierto el procedimiento de adjudicación, a 

convocar un nuevo procedimiento de adjudicación en idénticos términos que el anterior, 

toda vez que la entidad u órgano convocante puede acudir a otros medios distintos del 

contrato para prestar el servicio, o acudir a un contrato de distintas características del 

convocado, por lo que, con carácter general, la invocación por un licitador excluido de la 

posibilidad de que tras quedar desierto el procedimiento se vuelva a iniciar otro. 

Argumento que a mayores únicamente sería válido para los lotes procedimiento de 

adjudicación al que pueda acudir como licitador, no es por sí sola ventaja sustentadora de 

un interés legítimo que actúe como “legitimatio ad causam”, sino mera suposición de algo 

posible que no sustenta un interés real, cierto, efectivo y actual». 

Por tanto, debe rechazarse que la posibilidad de que quede desierta la licitación sea 

bastante para atribuir legitimación activa y consecuentemente negarse la legitimación a la 

recurrente para impugnar la adjudicación de los lotes.” 

Debe, por tanto, inadmitirse el recurso por falta de legitimación de la recurrente, lo que 

determina que sea innecesario examinar el fondo de la cuestión planteada. Y no es óbice 

que el recurrente sea quien ahora presta el servicio, pues nada obliga al órgano 

contratante a prolongar el contrato más allá de su vigencia pactada, lo que convierte el 

pretendido beneficio en igualmente hipotético. 

Quinto. En todo caso, y a mayor abundamiento, concurrimos con el órgano de 

contratación en que el adjudicatario no ha incumplido ni la legislación ni el pliego: 

Como consta en nuestro Antecedente segundo, la acreditación de disposición de 

despacho profesional no se exigía al presentar la oferta, sino solo al licitador mejor 

valorado, conforme al art. 150.2 LCSP:” 2. Una vez aceptada la propuesta de la mesa por 

el órgano de contratación, los servicios correspondientes requerirán al licitador que haya 
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presentado la mejor oferta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 145 para que, 

dentro del plazo de diez días hábiles, a contar desde el siguiente a aquel en que hubiera 

recibido el requerimiento, presente la documentación justificativa de las circunstancias a 

las que se refieren las letras a) a c) del apartado 1 del artículo 140 si no se hubiera 

aportado con anterioridad, tanto del licitador como de aquellas otras empresas a cuyas 

capacidades se recurra, sin perjuicio de lo establecido en el segundo párrafo del apartado 

3 del citado artículo; de disponer efectivamente de los medios que se hubiese 

comprometido a dedicar o adscribir a la ejecución del contrato conforme al artículo 76.2; y 

de haber constituido la garantía definitiva que sea procedente. Los correspondientes 

certificados podrán ser expedidos por medios electrónicos, informáticos o telemáticos, 

salvo que se establezca otra cosa en los pliegos.” 

Y cuando así se le requirió, según consta en el antecedente de hecho Tercero, el licitador 

propuesto como adjudicatario justificó que iba a proceder a la subcontratación (admitida 

en el pliego) con personas que tienen el despacho profesional en el lugar exigido. 

Recordemos que la LCSP señala en su artículo 215.2, letras a), b) y c lo siguiente: 

“2. La celebración de los subcontratos estará sometida al cumplimiento de los siguientes 

requisitos: 

a) Si así se prevé en los pliegos, los licitadores deberán indicar en la oferta la parte 

del contrato que tengan previsto subcontratar, señalando su importe, y el nombre o el 

perfil empresarial, definido por referencia a las condiciones de solvencia profesional o 

técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a encomendar su realización. 

b) En todo caso, el contratista deberá comunicar por escrito, tras la adjudicación del 

contrato y, a más tardar, cuando inicie la ejecución de este, al órgano de  contratación la 

intención de celebrar los subcontratos, señalando la parte de la prestación que se 

pretende subcontratar y la identidad, datos de contacto y representante o representantes 

legales del subcontratista, y justificando  suficientemente la aptitud de este para 

ejecutarla por referencia a los elementos  técnicos y humanos de que dispone y a su 

experiencia, y acreditando que el mismo no se encuentra incurso en prohibición de 

contratar de acuerdo con el artículo 71….” 
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De la lectura de las cláusulas transcritas en nuestro Antecedente Segundo se observa 

que en los Pliegos no se establecen límites a la posibilidad de subcontratar ninguna de 

las prestaciones del contrato, y que tampoco se obliga a identificar previamente la 

totalidad de los subcontratistas en las ofertas que hayan de presentar los licitadores. A 

falta de previsión expresa del PCAP entra en juego, por remisión, el artículo 215.2 b) de 

la LCSP, que permite al adjudicatario demorar la comunicación de la intención de 

subcontratar a un momento posterior a la adjudicación, “a más tardar, cuando inicie la 

ejecución”. Y, como hemos visto, en nuestro caso se ha completado la información 

incluso antes de la adjudicación propiamente dicha, por lo que tampoco se ha infringido 

este artículo. 

Añadamos que muy recientemente, en la Resolución n° 1376/2019, hemos aceptado 

incluso que se solvente la aptitud profesional (no ya la mera localización de la sede 

profesional) por medio de la subcontratación, lo que justifica aún más que se admita 

respecto del requisito que nos ocupa. 

Lo que hubiera llevado en todo caso a desestimar este recurso. 

Por todo lo anterior, 

VISTOS los preceptos legales de aplicación, 

ESTE TRIBUNAL, en sesión celebrada en el día de la fecha, ACUERDA: 

Primero. Inadmitir el recurso interpuesto por D. J. G. G., en representación de 

LAPINEDATRADING S.L., contra el acuerdo de “adjudicación” de los lotes 2, 3 y 4 de la 

licitación convocada por MAZ, Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 

Profesionales de la Seguridad Social nº 11, para contratar los “Servicios de investigación 

y seguridad, excepto los servicios de furgones blindados”, Expte. 2019/A/ASC/0054. 

Segundo. Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la 

interposición del recurso, por lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el 

artículo 58.2 de la LCSP. 
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Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer 

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la 

Audiencia Nacional, en el plazo dos meses, a contar desde el día siguiente a la 

recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1, 

letra f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa. 
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